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RESUMEN

Centrado fundamentalmente en la experiencia de

los EE.UU., el trabajo  analiza el paso del sistema

de patronazgo al sistema de mérito en los países

avanzados. Se argumenta contra un enfoque bipolar

que asocia negativamente el primero a los com-

portamientos faccionalistas del sistema político de

partidos y al segundo al reclamo de la sociedad y

los funcionarios. A diferencia de dicho enfoque,

se sostiene que ni el sistema de patronazgo ha

sido intrínsecamente perverso, ni el sistema de

mérito, que lo sustituye, conforma un modelo uni-

forme deducido del clásico tipo ideal weberiano.

DEL CLIENTELISMO AL
MÉRITO EN EL EMPLEO PÚBLICO.
ANÁLISIS DE UN CAMBIO
INSTITUCIONAL
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Se plantea que ambos sistemas han emergido bajo

específicos contextos históricos, procurando dar

respuestas a importantes problemas de acción

colectiva, ayudando al desenvolvimiento económi-

co-social y asegurando valores imperantes en esos

contextos. Se sostiene, finalmente, que los argu-

mentos volcados pueden contribuir a explicar, por

un lado, la ausencia o débil presencia del sistema

de mérito en América Latina y, por otro, a formular

hipótesis para el cambio del sistema de patronzago

imperante en esta región y su sustitución por el

hoy sólo emergente sistema de mérito.
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8 1  LOS FUNDAMENTOS INSTITUCIONALES
DEL SISTEMA DE PATRONAZGO O CLIENTELACIÓN POLÍTICA DEL EMPLEO PÚBLICO
Personal o recursos humanos ordenados por el poder político para la reali-

zación de sus fines, es decir, función pública como organización, ha existido
siempre. Pero la función pública como institución o, mejor, la garantía consti-
tucional de un orden abstracto y necesario, que se impone a la acción organi-
zadora de los recursos humanos, es una creación evolutiva del constitucio-
nalismo moderno, fuertemente asociado al orden liberal del mercado. La fun-
ción pública como institución es una creación del constituyente, es decir, de la
sociedad civil en su proceso de aprendizaje y de construcción del consenso
constitucional.

1

La institucionalización de la función pública en su forma moderna de siste-
ma de mérito es un dato observable en todas las economías de mercado
exitosas y en ninguna de las economías planificadas o de sustitución de im-
portaciones, con independencia de la naturaleza autoritaria o democrática de
unas y otras.

2
 El sistema de mérito se presenta como una institución clave

del valor económico-social fundamental que es la seguridad jurídica.
3
 Pregun-

tarnos por el fundamento de la función pública institucionalizada en el siste-
ma de mérito equivale a indagar cuáles son las funciones sociales (desde la
perspectiva sociológica), los bienes jurídicos (desde la perspectiva jurídica) o
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los bienes económicos (desde la perspectiva económica) procurados por esta
particular institución. El conjunto de valores, principios y normas que integran
el sistema de mérito se ha institucionalizado, no por su belleza intrínseca, sino
porque resuelve problemas inherentes a la ordenación de la acción colectiva,
que es necesario clarificar.

El sistema de mérito no es una institucionalidad cristalizada. Como toda
institución, es una entidad viviente, hija de un proceso histórico de aprendiza-
je social incesante, que va produciendo su adaptación permanente, tanto por
vías formales como informales. Obviamente, cada país ha seguido su propio
curso histórico y ha construido su función pública específica. Pero es legítimo
abstraer unas características comunes a todas las funciones públicas de las
democracias avanzadas, integrantes de un modelo o tipo ideal de sistema de
mérito. Disponemos de diversas descripciones de estos modelos, suficiente-
mente coincidentes para resultar operativas.

4

Vivimos tiempos en los que es frecuente oír que los arreglos institucionales
característicos del sistema de mérito socavan los incentivos de la eficiencia,
la responsabilidad y la receptividad administrativa. Pero, si es así, ¿por qué
se encuentran tan extendidos y perviven con tanta fuerza? ¿sólo por los inte-
reses creados? Es difícil creer que una institución tan común y persistente en
los países avanzados como inexistente o deficiente en los que no lo son re-
sulte un modo ineficiente de resolver problemas. ¿No será que los problemas
que el constituyente y el legislador han pretendido que resolviera la institución
están mal identificados? (Horn: 1995, 95) Lo que nos hace falta saber es
para qué ha de ser eficiente la función pública y ante quién debe ser respon-
sable y receptiva. Si en lugar de considerar que el sistema de mérito se justi-
fica por sí mismo, indagamos la función social que realmente lo justifica, quizás
podamos deshacer algunos equívocos y encontrar el criterio material de sepa-
ración entre función pública y empleo público.

5

La fundamentación tópica del sistema de mérito comprende los siguientes
pasos:

a) Todos los ciudadanos son formalmente iguales frente al acceso a los
cargos y empleos públicos, no siendo admisible ninguna discriminación que no
se halle fundada en el mérito exigible para el buen desempeño de aquéllos;

6

b) La igualdad de acceso no implica necesariamente el acceso por mérito:
el sistema de �patronazgo�, instaurado de modo general al inicio del Estado
constitucional, se entendió compatible con el principio de igualdad;

c) Aunque la clase política tiende naturalmente al sistema de patronazgo,
como éste propende a la incompetencia, ineficiencia y corrupción, tiene que
surgir una presión de la opinión pública que obligue a los políticos a instaurar
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el sistema de mérito (aunque tal instauración se produzca de manera incre-
mental, es decir, mediante un tiempo largo de convivencia desigual de am-
bos sistemas.

7

En síntesis, el sistema de mérito habría nacido como consecuencia de una
sostenida presión intelectual y social para remediar los excesos de los parti-
dos políticos. Es la tendencia que se les atribuye a éstos de administrar los
cargos y empleos públicos como un botín electoral lo que produce pérdida de
competencia profesional, ineficacia e ineficiencia, predominio de la lealtad
partidista sobre el servicios a los intereses general y, a la postre, corrupción
y deslegitimación del sistema político-administrativo. Es como si una coalición
informal y sostenida compuesta, por un lado, por los funcionarios de mérito
(supuestamente profesionales, competentes, imparciales, receptivos al inte-
rés general y responsables) y por sus intelectuales orgánicos (normalmente
profesores-funcionarios, supuestamente sólo al servicio de la ciencia y del
interés general), y, por otro, por la opinión pública con su presión electoral,
tuviera que vencer la permanente resistencia de los �políticos� (por más
méritos democráticos que acumulen) al faccionalismo y a convertir la admi-
nistración en botín personal y de partido. Esta distribución de los roles de hé-
roes y villanos no ayuda, en absoluto, ni a comprender las cosas ni a superar-
las. Por lo demás, no se corresponde ni con la investigación histórica ni con el
análisis económico y político más reciente y fundado del sistema de mérito

En primer lugar, conviene revisar la concepción del sistema de patronazgo
o confianza política, separarlo debidamente de su patología o sistema de
despojos, y adentrarnos no sólo en las verdaderas razones por las que fue
progresivamente sustituido por el sistema de mérito, sino también en el des-
cubrimiento de los actores que produjeron este cambio institucional. Este ejer-
cicio debería permitirnos:

a) comprender que tanto el sistema de mérito o función pública moderna
como el patronazgo o sistema de confianza política son instituciones que re-
suelven problemas importantes de la acción colectiva y que poseen por ello
garantía constitucional, tal como Morell se ha encargado de resaltar entre
nosotros;

b) que entre la zona política pura representada por los políticos electos (y el
personal eventual que no es un recurso profesional de la Administración sino
de las personas a las que están afectos) y la zona de mérito pura representa-
da por los profesionales de la administración, debe existir la zona que Simon
Nora llamaba de interfase entre política y administración; representada por
altos cargos y directivos públicos, en los que confianza política y mérito deben
entremezclarse en proporciones diferentes en función con su mayor o menor
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participación en la formulación o implementación estratégica de las políticas
públicas, en la línea también señalada entre nosotros por Jiménez Asensio;

c) que el sistema de mérito para ser eficiente, responsable y receptivo no
debe traducirse en un modelo uniforme, construido a partir de su modelo más
clásico que es el tipo-ideal weberiano, sino en una diversidad de regímenes
(el weberiano entre ellos), en función del contenido sustantivo de la tarea
administrativa que se trate de desarrollar en cada caso.

8

Para empezar, el patronazgo o sistema de confianza política no fue una
institución tan perversa como sus detractores se empecinan en denunciar.

9

Funcionó, razonablemente bien y con apoyo popular considerable, a lo largo
de casi todo el siglo XIX, al final del cual el cambio en las condiciones al que
después nos referiremos lo hicieron degenerar en el sistema de despojos y
provocaron su sustitución por el sistema de mérito. El patronazgo fue una
primera respuesta al problema de organización colectiva brillantemente for-
mulado en los Papeles de El Federalista: �El propósito de toda constitución
política es, o debería ser, primero conseguir que gobiernen los hombres que
posean mayor sabiduría para discernir y mayor virtud para perseguir el bien
común de la sociedad; y, en segundo lugar, tomar las precauciones más efec-
tivas para que se mantengan virtuosos mientras detenten la confianza públi-
ca en ellos depositada�.

La primera solución dada a este problema institucional en los Estados
Unidos consistió en confiar los cargos públicos a las personas preparadas,
que eran pocas y procedentes de la clase terrateniente y de la alta burguesía
comercial del Este. Pero el sistema no funcionó en una sociedad de crecimiento
y dinamismo trepidante, con ciudades y fronteras en permanente expansión,
bajo la presión de los emigrantes, que constituían en el 50 por 100 de la
población de modo estable. El gobierno y la burocracia competente de los
�gentlmen� no respondían a las expectativas y demandas sociales. Los par-
tidos políticos nacientes rechazaron el sistema y pugnaron por su sustitución
por el de patronazgo. El establecimiento del patronazgo suele fijarse en 1828
con la victoria del presidente Andrew Jackson cuya campaña giró sobre la
necesidad de dar representatividad al gobierno y hacer accesibles los empleos
públicos al �commonman�.

Si el patronazgo fue una institución con fuerte apoyo popular y que ayudó al
desarrollo económico y social hasta la Guerra Civil se debe a que, aunque
rebajó los niveles de competencia profesional, objetividad y seguridad jurídi-
ca, éstos no eran los valores económicos y sociales fundamentales del tiem-
po (el sistema económico estadounidense no era todavía un mercado integra-
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do, las externalidades económicas eran limitadas, la intervención regulatoria
escasa y las inversiones privadas en capital fijo no eran cuantiosas). En con-
traste, procuró compromiso, dedicación, receptividad y responsabilidad. Sólo
los que se habían destacado por su entrega, entusiasmo y acierto al servicio
del partido calificaban para ser designados empleados públicos. La califica-
ción se instrumentaba a través de un complejo sistema de comités y asam-
bleas territoriales de cada partido político. Una vez en el empleo, el patrocina-
do debía observar la misma entrega al servicio de sus ciudadanos-clientes
con la finalidad de obtener su voto para el partido. El patronazgo reforzó las
maquinarias locales de los partidos y las integró con la política federal, ayudó
a orientar a los inmigrantes mediante el cuidado y atención personal presta-
dos en horarios incansables, integró en los partidos y en la vida colectiva del
país a los representantes de los inmigrantes, ayudó a la convivencia multicultural
y permitió que el Presidente pudiera realizar con el Congreso acuerdos nece-
sarios para el impulso de sus políticas (Klingner y Nalbandian: 1985, 31).

2  LA CRISIS DEL PATRONAZGO Y LA CONSTRUCCIÓN SOCIAL DEL SISTEMA DE MÉRITO
Pero, si la institución del patronazgo no fue una perversión histórica o una

especie de paréntesis de la razón que llevaba insita la semilla de su propia
destrucción, debemos preguntarnos por qué fracasó, qué es lo que lo condujo
a degradarse en el sistema de despojos, es decir, en la ineficiencia, irrespon-
sabilidad y corrupción justamente denunciadas (Ingraham: 1995, 43). Hay
acuerdo en que el patronazgo funcionó relativamente bien hasta la Guerra Ci-
vil. A partir de entonces, explotaron dos hechos que derribaron el andamiaje
institucional del patronazgo: una fortísima expansión económica y una no menos
fuerte expansión de los servicios y de los empleos públicos.

10
 Ambos datos

se corresponden con el inicio de un proceso importantísimo de cambio en la
naturaleza de los partidos políticos.

11
 Todo ello constituye lo que en el lengua-

je de North (1991, 72) se denominan �factores del cambio institucional�. Pero
los factores del cambio institucional, por sí mismos, no determinan los cam-
bios: es necesario que una coalición suficiente de actores llegue a la conclu-
sión de que la inversión en cambio institucional va a quedar ampliamente
compensada por los beneficios derivados de los nuevos arreglos institucionales
(en nuestro caso, el sistema de mérito). ¿Cómo llegaron los políticos y los
grupos de interés a tal conclusión?

Cualquier diseño institucional del empleo público debe resolver adecuada-
mente, entre otros, el problema derivado de la relación o contrato de agencia
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(en sentido económico y no estrictamente jurídico) entre el principal (los polí-
ticos elegidos) y el agente (los empleados públicos). Un buen ha de conseguir
que los agentes desarrollen leal y eficientemente las políticas y la legislación
procedente del principal (legisladores y poder ejecutivo). Pero la institución del
patronazgo resolvió bien el problema de agencia mientras el número de em-
pleos públicos fue limitado. Hasta entonces los costes de selección y monitoreo
que los legisladores y el Presidente debían soportar eran asumibles y sobra-
damente compensados con la dedicación, compromiso y responsabilidad de
los empleados. Pero, a medida que su fue agrandando el empleo público, los
costos de negociación, �tamizado� y monitoreo de los empleos de patronaz-
go se incrementaron drásticamente.

12

De hecho, la mayoría de los empleos públicos quedó fuera de la posibili-
dad de monitoreo efectivo. Presidente y legisladores comenzaron a delegar
en otros la responsabilidad de administrar el sistema de patronazgo; pero esto
sólo agravó los problemas de agencia: cada vez se hacía mayor el margen
para que los empleados persiguieran sus propios intereses y agendas (o los
de su partido local) a veces en contradicción con un contrato de agencia cada
vez más impreciso y peor monitoreado. En estas condiciones, el potencial de
comportamiento oportunista se agrandaba y el compromiso y dedicación de
los empleados públicos respondían cada vez más a sus fines personales: la
corrupción, la ineficiencia y la falta de receptividad surgieron inevitablemente;
los empleados de patronazgo comenzaron a percibirse socialmente como una
nueva elite partitocrática incompetente y nada receptiva, tan distante del
�commonman� como la élite de �gentlmen� a quienes había reemplazado
décadas antes. Presidente y legisladores comenzaron a percibir el arreglo
institucional del patronazgo como creador más de perjuicios que de benefi-
cios electorales.

13
 Nada más lógico, pues, que los propios políticos, ante la

imposibilidad del monitoreo personal, tendieran a sustituir progresivamente
las normas contractuales de la relación de agencia por normas institucionales
y organizativas determinantes de los derechos, deberes y responsabilidades
de los empleados

Pero, el que falle la relación o contrato de agencia no explica por sí sólo la
aparición del sistema de mérito. Existen numerosos países �la mayoría de
los latinoamericanos entre ellos� en los que ya hace muchos años que mal-
funciona el monitoreo y, sin embargo, no se decide a nacer el sistema de mérito.
Es otra la razón que explica la crisis del patronazgo y su sustitución por el sis-
tema de mérito. Tal razón se encuentra en los grandes cambios económicos
producidos a partir de la Guerra Civil norteamericana. Con anterioridad a la
misma, los gobiernos apenas habían intervenido en la economía: las reglas



14

del juego de los intercambios económicos eran reglas meramente entre parti-
culares; como consecuencia, la demanda de seguridad jurídica se daba casi
exclusivamente frente a otros sujetos privados y muy poco frente a los gobier-
nos. Pero con la revolución tecnológica e industrial de finales de siglo todo
cambió: potentes grupos empresariales se van a lanzar a fuertes inversiones
en capital fijo y a largo plazo; estas inversiones (el caso del ferrocarril es el
más conocido) van a incentivar el desarrollo de muchas pequeñas y media-
nas empresas altamente dependientes de los grandes inversores; pero, mien-
tras estos últimos podían soportar el coste de participación en el proceso
político, no sucedía así con las pequeñas y medianas empresas. De este modo
se fue formando una gran coalición articulada en torno de los pequeños nego-
cios en expansión que propendía a la superación del patronazgo y a la fijación
de marcos regulatorios aceptables y de aplicación previsible y no arbitraria (Knott
y Miller: 1987, 123 y ss). En otras palabras, surgió una demanda de seguri-
dad jurídica frente a la acción del poder ejecutivo que no podía satisfacerse
sólo con la posibilidad de revisión judicial.

14

La institución del patronazgo no sólo se enfrentaba, pues, a un insalvable
problema de monitoreo, sino también a otro de credibilidad social de los com-
promisos legislativos. El análisis económico de la política legislativa ha pues-
to de relieve cómo los políticos, en sus transacciones con los diversos gru-
pos de interés, se ven forzados a resolver el problema de durabilidad y credi-
bilidad de los acuerdos legislativos alcanzados (McCubbins y Page:1987, 409-
425; Moe: 1990, 116-153). Uno de los factores de los que dependen esta
durabilidad y credibilidad es el comportamiento del aparato administrativo eje-
cutor de la legislación. El sistema de patronazgo favorece la manipulación políti-
co-administrativa de la legislación, por lo que resulta contrario a los intereses
tanto de los políticos que negociaron la legislación como de los grupos de
interés que realizan cálculos económicos en base a la misma, siempre que
les resulte costoso o desventajoso manipular su distorsión administrativa.

En síntesis, ante el problema insalvable planteado por el monitoreo, ante
el cambio del sistema de partidos políticos, ante las nuevas condiciones
socioeconómicas productoras de coaliciones que demandaban seguridad ju-
rídica, la mayoría de los políticos impulsó el nuevo arreglo institucional que
debía sustituir progresivamente al sistema de patronazgo: el sistema de mérito.
La función social que éste tenía que cumplir era clara: procurar seguridad ju-
rídica a través de las garantías institucionales de la imparcialidad de los agen-
tes públicos y de la selección, promoción y retribución de éstos en base al
mérito y a los criterios de la carrera burocrática. El sistema de mérito no se
impuso, pues, contra la voluntad de los políticos, sino por interés de la mayo-
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ría de ellos. En las condiciones de una economía de mercado dinámica, abier-
ta y políticamente pluralista, los políticos querían un empleo público menos
vulnerable a la manipulación política y al oportunismo legislativo. Mediante
los exámenes de acceso, la protección frente a la remoción, la promoción por
antigüedad y mérito y un sistema de retribuciones no manipulable políticamen-
te, se incrementaba la �durabilidad de los acuerdos legislativos� (Horn: 1995,
123). Es obvio también que el sistema de mérito ha contribuido a la construc-
ción en todas las economías de mercado avanzadas de la �confianza� o capi-
tal social, que es la institucionalidad informal que permite obtener todas las
ventajas económicas del inter-cambio abstracto y del avance tecnológico
(Fukuyama: 1996).

El sistema de mérito no nació, pues, para procurar la eficacia y la eficiencia
en la provisión de bienes públicos divisibles a �clientes� individualizables (que
es el supuesto desde el que hoy se le crítica impropiamente), sino para obte-
ner seguridad jurídica y confianza y, con ello, promover la eficiencia en el mer-
cado. Posner (1992, 608) ha distinguido entre la eficiencia interna de las Admi-
nistraciones �consistente en minimizar los costes de sus resultados (que es
el tema que más atención recibe actualmente)� y la eficiencia asignativa de
las Administraciones �consistente en disponer de estructuras, procedimien-
tos y metas capaces de promover la eficiencia social (que es el tema más im-
portante)�. La institución del sistema de mérito responde al segundo tipo de
eficiencia. Consiguientemente, cada una de sus plasmaciones organizativas
concretas deberían evaluarse en fun-ción de su verdadero fundamento. Hoy,
sin embargo, la prevalencia de las legítimas consideraciones de eficacia y de
eficiencia, unida al desconocimiento del verdadero fundamento institucional
de la función pública, está provocando tal confusión que no podrá salir bien
parado ninguno de los valores involucrados.

Obsérvese que el conseguir la competencia profesional de las personas,
por sí sólo, no justificaría el sistema de mérito. En primer lugar, las empresas
privadas no necesitan acudir a las complicaciones del Estatuto funcionarial
para procurarse competencia profesional. En segundo lugar, existe la eviden-
cia histórica representada por el intento de combinar el sistema de patronaz-
go con el acceso al servicio civil de aquellos que, mediante exámenes, hubie-
ran acreditado su �idoneidad técnica� para los puestos. Pero este sistema,
aunque garantizaba la competencia profesional de los nombrados, no era capaz
ni de resolver el problema de monitoreo (Johnson y Libecap: 1994, 27) ni de
satisfacer las nuevas necesidades sistémicas de seguridad jurídica, confian-
za o �durabilidad legislativa� (Horn: 1995, 126).

15

Las argumentaciones anteriores pueden ayudarnos también a comprender
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por qué el sistema de mérito no ha conseguido desarrollarse ni arraigar en
los países latinoamericanos (exceptuado Chile y reconociendo los intentos en
curso en diversos países para sectores administrativos específicos). Nos
pueden permitir también formular hipótesis válidas sobre las condiciones
necesarias para el cambio del sistema institucional de patronazgo aún hoy
dominante y para el enraizamiento del sistema de mérito, hoy sólo emergente
en la gran mayoría de nuestros países hermanos.

16

NOTAS
1
 �La garantía constitucional de la función pública

como institución, aunque expresada en términos

diferentes (en razón de la mayor o menor precisión

de los principios constitucionales o de la función

constitucionalmente asignada a la Ley o al regla-

mento en la conformación del régimen estatutario),

es común a todos los países de la Unión Europea.

En ninguno de ellos la condición de funcionario cubre

la totalidad del universo del empleo público. En to-

dos ellos, los funcionarios están excluidos del mer-

cado de trabajo y sometidos a un régimen estatutario

(Ziller: 1988, 15 y ss.).
2
 El Banco Mundial ha explorado los fundamentos

del desarrollo económico sostenido en el Este asiá-

tico. Uno de ellos ha sido claramente la construc-

ción de un servicio civil basado en el sistema de

mérito. En la versión española de un informe mun-

dialmente famoso sobre el tema (1993: 17-18)

puede leerse: �Para abordar los problemas de co-

ordinación, las autoridades necesitaban institucio-

nes y mecanismos que permitieran asegurar a los

grupos de interés que cada uno se beneficiaría del

crecimiento. El primer paso consistió en contratar

tecnócratas idóneos y relativamente honrados y

aislarlos de los afanes políticos cotidianos. El gra-

do de poder de estas tecnocracias ha variado con-

siderablemente. En Corea, Singapur, Japón y Taiwan

las burocracias bien organizadas ejercen un poder

considerable... ¿Cómo lograron fomentar burocra-

cias eficaces los países del nordeste asiático?

Además de aprovechar el prestigio que tradicional-

mente tienen los empleados públicos, estos gobier-

nos han utilizado numerosos mecanismos para

aumentar el interés en seguir una carrera en la

administración pública, elevando así el nivel de com-

petencia y mejorando el acervo de candidatos. Los

principios generales son: (1) la remuneración, que

incluye los sueldos, los beneficios y el prestigio, debe

ser competitiva con el sector privado; (2) la contra-

tación y los ascensos deben basarse en los méri-

tos y ser sumamente competitivos, y (3) los que

llegan al escalafón máximo deben ser generosamen-

te remunerados...

En muchos de estos ocho países el funcionario

público puede esperar una pensión de jubilación,

que es un beneficio del que normalmente no goza

el sector privado, salvo en las grandes empresas.

En el Japón y en otros de estos países, la jubilación

tiene lugar temprano y las recompensas para un

burócrata que ha tenido éxito son considerables, y

se extienden más allá del sueldo, los beneficios y el

prestigio para incluir un empleo lucrativo en una
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empresa pública o privada, o a veces la elección a

un cargo político. Lo que deben hacer los gobiernos

es encontrar una combinación que atraiga perso-

nas idóneas a la administración pública

Las burocracias eficaces permitieron a las autori-

dades de los ocho países asiáticos de gran creci-

miento económico establecer estructuras jurídicas

y reglamentarias generalmente propicias para la

inversión privada. Además de eso, los ocho países

han mejorado las comunicaciones entre el sector

empresarial y el gobierno... Corea, Japón, Malasia

y Singapur han establecido foros, que denomina-

mos consejos de deliberación, para fomentar la co-

laboración entre el gobierno y el sector empresarial.

A diferencia de los grupos de presión, que actúan

bajo normas poco claras y para obtener ventajas

secretas sobre los demás, los consejos de delibe-

ración sentaron con más claridad las reglas del jue-

go para todos los participantes...

Debido a que el sector privado participaba en la

redacción de los reglamentos y que el proceso era

transparente para todos los participantes, los gru-

pos del sector privado se mostraron más dispues-

tos a tomar parte en los planes de desarrollo del

gobierno. Un efecto secundario fue la tendencia a

re-ducir los recursos privados asignados a activida-

des antieconómicas �cuyo objetivo era la captación

de rentas� en lugar de destinarse a actividades pro-

ductivas. Los consejos de deliberación han facilita-

do también el intercambio de información y la cons-

trucción de confianza entre el sector privado y el

gobierno, entre las empresas y entre la administra-

ción y los trabajadores. En esa forma, los consejos

complementaron la función de transmisión de infor-

mación cumplida por el mercado, per-mitiendo a los

ocho países reaccionar con más rapidez que otros

a los cambios ocurridos en el mercado
3
 El razonamiento de la seguridad jurídica como

precondición del desarrollo económico sostenido en

un contexto de mercado puede encontrarse en North

desde la lógica de los costes de transacción (1990,

capítulos 4 a 8 in totum); también en los espléndi-

dos trabajos de Mancur Olson sobre la correspon-

dencia entre crecimiento económico y democracia

liberal (1991 y 1993). Desde la perspectiva de la

Economía y el Derecho también ha sido desarrolla-

do por Posner (1992: 256 y ss.). Desde un punto

de vista estrictamente empírico, la misma conclu-

sión ha sido remachada por Barro (1995:23) al su-

brayar que si occidente quiere ayudar al desarrollo

debería hacerlo más mediante la exportación de su

sistema de seguridad jurídica que de su sistema

político-democrático
4
 Las condiciones de empleo de los burócratas han

variado en el tiempo y no son idénticas en todos los

países. Enfocaremos la descripción de las implica-

ciones de las condiciones creadas por los sistemas

modernos de servicio civil, establecidos por la legis-

lación que introdujo los exámenes competitivos, o

el �mérito�, como base para la selección. Éstos

fueron reemplazando gradualmente al �patronazgo�

e introduciendo muchos de los rasgos que Weber

(1922/1962) describió como definidores de la

posición del funcionario en las burocracias moder-

nas. El sistema de mérito se caracteriza por nom-

bramientos en base a exámenes competitivos, por

la imposición de restricciones a la movilidad arbitra-

ria y por la garantía y la exigencia de neutralidad

política, todo ello asegurado por un cuerpo regula-

torio independiente (la Comisión del Servicio Civil o

equivalente). Los sistemas modernos de servicio

civil comparten otras características en mayor o

menor grado: las posiciones son establecidas cen-

tralmente y clasificadas por grados; el salario y la

pensión pagados a los burócratas vienen determi-

nados por su grado o rango más que por el trabajo

que efectivamente realizan, y, a menudo, existen

algunos impedimentos para la entrada lateral al

servicio desde el exterior en los escalones superio-

res. Tiende a haber pocos �puertos de entrada�; la

mayoría de los funcionarios entra en los grados más

bajos y prosigue su carrera dentro del servicio; prác-

ticamente casi todas las posiciones superiores son

provistas por promoción...� (Horn: 95, 97). La des-

cripción es perfectamente englobable en el entendi-

miento corriente de los principios tradicionales de

la función pública de la Ley Fundamental de Bonn

(M.J. Montoro: 1986, 39 y ss.). Una excelente y

sintética exposición de los principios básicos del

sistema de mérito con sus variantes en los diver-

sos países occidentales puede verse en Guy Peters

(1996, 4 y ss)
5
 Un caso particularmente grave de equívoco y con-

fusión ha sido la extensión en España del régimen

de incompatibilidades, no sólo a los funcionarios

sino a todos los empleados públicos (Leyes 20/
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1982, de 9 de junio, primero, y 53/1984, de 26

de diciembre, después). Nuestro Tribunal Cons-

titucional (Sentencia 178/1989, de 2 de noviem-

bre) validó la Ley 53/1984 declarando que, aun-

que las incompatibilidades eran un régimen consti-

tucionalmente previsto sólo para los funcionarios,

ello no es óbice para que el legislador pueda exten-

der este régimen también a los contratados labo-

rales de la Administración, porque �la fundamen-

tación constitucional del régimen legal de incom-

patibilidades aplicables a los mismos... no está en

el artículo 103.3 de la Carta fundamental, sino en

el artículo 103.1 del mismo texto, que al referirse a

los principios que deben presidir la actividad �y la

organización establecida para llevarla a cabo�, en-

tre los que se halla el de eficacia, alude sólo a la

Administración Pública y no al régimen jurídico que

rige las relaciones de quienes están a su servicio�.

De este modo, para nuestro Tribunal Constitucio-

nal, el régimen de incompatibilidades no sólo prote-

ge el bien jurídico de la imparcialidad de los funcio-

narios, sino que �puede� proteger también el bien

jurídico de la eficacia de la Administración, el cual

alcanza por igual a funcionarios y demás emplea-

dos públicos. Lo que equivale a decir que nuestro

Derecho laboral (a través de sus mecanismos típi-

cos de prohibición de concurrencia desleal y pacto

de dedicación) no dispone de resortes para garan-

tizar la eficacia de las organizaciones productivas.

Para que nuestra jurisprudencia constitucional no

hubiera desvirtuado el sentido de las instituciones

tendría que haber razonado qué exigencia de efica-

cia hay en la Administración Pública ausente en las

empresas privadas que autorice en las primeras a

aplicar un régimen �las incompatibilidades� que no

sólo no parece necesario en las segundas, sino que

constituye una clara restricción de la libertad de tra-

bajo (Godino: 1996, 289 y ss).

Necesitamos saber cuál es el fundamento preciso

del sistema burocrático de mérito, entre otras ra-

zones, para salir al paso de la confusión inquietante

entre función pública o sistema de mérito y empleo

público. Si llegamos a acordar cuál es el bien o bie-

nes jurídicos que el sistema de mérito procura,

obtendremos criterios para saber si el régimen esta-

tutario funcionarial debe cubrir la totalidad o sólo

una parte y qué parte del universo del empleo públi-

co. Esto no significa que el empleo público no

funcionarial o burocrático quede remitido sin más al

Derecho del Trabajo y con él al temido �spoil sys-

tem�. Habrá que explorar qué bienes jurídicos es-

tán en juego en el empleo no funcionarial y deducir

de ello las consecuencias de régimen jurídico que

sean coherentes. De este modo quizás avancemos

en la superación de otra expresión equívoca de

nuestra doctrina y jurisprudencia constitucional, a

saber �la opción genérica de la Constitución (arts.

103.3 y 149.1.18) en favor de un régimen esta-

tutario para los servidores públicos� (STC 99/1987,

de 11 de junio). Nuestra Constitución se ha limita-

do a garantizar institucionalmente el régimen esta-

tutario, y para censurar la inconstitucionalidad de

una deslegalización que autorizaba a un Ministerio

a decidir qué puestos de trabajo se reservaban a

funcionarios, no era necesario hacer un pronuncia-

miento como el entrecomillado. En cambio, se ha-

bía ayudado mucho más al legislador si se hubiera

expresado algún criterio preciso sobre el que llevar

a cabo la delimitación de las posiciones funciona-

riales y laborales. Atribuir a los constituyentes una

�opción genérica� sin exponer el fundamento ma-

terial de dicha opción equivale a atribuirles una de-

cisión arbitraria �lo que es inadmisible desde el punto

de vista de la interpretación lógico-jurídica.
6
 El principio de igualdad, aunque hoy se interpreta

como indisociable del de mérito, conceptual e his-

tóricamente es distinto de éste. Su primera procla-

mación se hizo en las declaraciones de derechos

de las Constituciones de Pensilvania y de Virgina,

de las que pasó al artículo 6 de la declaración fran-

cesa de los derechos del hombre y del ciudadano,

y de ella a la generalidad del constitucionalismo

europeo (Ziller: 1988, 34-36).
7
 Para Ziller el fundamento de la introducción del

concurso de méritos como forma general de selec-

ción de funcionarios se halla en la búsqueda de la

eficacia de la administración y en la superación de

las plagas de nepotismo, incompetencia e inefica-

cia característicos del sistema de patronazgo (que

este autor identifica con el �sistema de despojos�).

Este fundamento explicaría por qué, según Ziller, el

sistema de mérito puede darse tanto en regímenes

democráticos como autocráticos (Ziller: 1988, 66).

En general, los autores tienden a ver en el patronaz-

go �un tributo al Estado de Partidos�, un sistema

cuyo fundamento no es otro que la producción de
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colaboradores fieles que aceptarán lo que un fun-

cionario independiente rechazaría: la fidelidad a la

persona o al partido suplanta la fidelidad a la institu-

ción (Jiménez Asensio, 1988, 157 y ss; García

Pelayo: 1986, 121; Informe Prada: 1994, 338;

Mény-Della Porta: 1995, 24). Obsérvese cómo este

tipo de argumentación abona la actitud tecnocrática

consistente en considerar a los políticos (indepen-

dientemente de que sean o no legítimamente repre-

sentativos) como �facciosos� y potencialmente

corruptos, siendo necesario compensar estas des-

viaciones �naturales� mediante la creación de una

meritocracia que encarnaría el verdadero servicio al

Estado y a los intereses generales.
8
 En la exposición que sigue tomaremos como refe-

rencia la construcción histórica del sistema de mé-

rito principalmente en los Estados Unidos. No sólo

porque es la mejor estudiada y accesible, sino por-

que su estudio ha sido elaborado desde y para la

validación de teorías del cambio institucional. En

especial los estudios de Johnson y Libecap y de

Murray, en los que principalmente nos basamos,

por partir de esta inquietud teórica, trascienden el

mero relato de los hechos, para construir teorías

positivas de los arreglos institucionales sucesivos

representados por los sistemas de patronazgo y de

mérito.
9
 Hasta la primera parte del siglo XX la mayoría de

los empleados federales era nombrada en régimen

de patronazgo. Mediante el contrato de patronazgo

los empleados estaban obligados al activismo polí-

tico en favor de sus mentores, lo que sucedía me-

diante su compromiso en las campañas electora-

les y otras actividades partidistas, así como me-

diante la entrega al partido local de una parte de su

retribución. Los empleados no tenían derecho al

cargo y eran rutinariamente cesados cuando sus

benefactores políticos eran electoralmente derrota-

dos. El patronazgo era una institución política popu-

lar que generaba votos para los políticos federales.

También democratizó el servicio del gobierno al

sustituir los �gentlmen� del modelo británico (com-

petentes pero perezosos, sin compromiso con las

demandas populares y en muchos casos corruptos)

por los �commonmen� (menos letrados, pero acti-

vos, comprometidos, receptivos, responsables ante

sus patronos políticos y, por lo general, honestos

hasta el desbordamiento del sistema tras la guerra

civil) que constituían la base de la democracia

americana. Tras cada elección, miles de individuos

solicitaban los empleos federales vacantes. El Pre-

sidente agrupaba los empleos por lotes y los distri-

buía para su asignación por los miembros del Con-

greso, poder que manejaba para obtener el apoyo

del Congreso a las políticas presidenciales. El Pre-

sidente, los miembros del Congreso y las maquina-

rias políticas locales distribuían los empleos como

premios a los servicios prestados al partido triunfa-

dor. Bajo el patronazgo quedaba garantizada la leal-

tad y la responsabilidad de los empleados públicos

frente a los políticos, titulares únicos de la legitimi-

dad democrática� (Johnson y Libecap: 1994, 4).

Para una apreciación cuidadosa del patronazgo como

institución política puede verse Ingraham, 1995;

Mosher: 1968; Murray: 1995; Van Riper, 1958;

Klingner y Nalbadian: 1986; Berkley, 1984;

Huddleston y Boyer: 1996
10

 En general, los historiadores del servicio civil

norteamericano distinguen entre el patronazgo como

forma institucional del empleo público, y el sistema

de despojos, que se corresponde con la degrada-

ción del primero, especialmente tras la Guerra Civil.

El número de empleos federales mantuvo un creci-

miento limitado durante el tiempo de instauración y

consolidación del patronazgo (4.837 empleados en

1816; 18.038 en 1841; 36.672 en 1861; y

51.020 en 1871); pero creció a un ritmo intenso a

partir de la Guerra Civil (100.020 en 1881; 157.442

en 1891; 239.476 en 1901; y 395.905 en 1911),

época en la que comienza la sustitución del pa-

tronazgo por la nueva institucionalidad represen-

tada por el sistema de mérito (Johnson y Libecap:

1994, 17).

A partir de la Guerra Civil la economía norteamerica-

na, hasta entonces de base predominantemente

rural y fragmentada, devino crecientemente urba-

na, industrial e integrada por efecto de una impor-

tante disminución de los costes del transporte y de

información que permitieron una mejor vincula-ción

de los mercados de capital, productos y trabajo. La

renta per capita creció velozmente. La innovación

tecnológica y la victoria de la unión abrieron extraor-

dinariamente los mercados: es el tiempo de las gran-

des fortunas y empresas, del crecimiento desorbi-

tado, de la creación de grupos de interés interes-

tatales, y de la solicitud de mejora de los servicios
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federales tradicionales (hacienda, postal, aduanas,

infraestructuras) y de la creación de otros nuevos

especialmente en forma de intervenciones regula-

torias (autoridad monetaria, antimonopolio, de co-

mercio interestatal, de sanidad animal, etc.
11

 A medida que se transformaba la economía cam-

biaba la naturaleza de los partidos. Éstos cedían en

su rol tradicional de distribuidores locales de bene-

ficios federales para convertirse crecientemente en

reivindicadores de políticas y servicios nacionales.

La tensión entre los dirigentes políticos nacionales

y locales de los partidos se incrementó; y se pola-

rizó en torno del mantenimiento o sustitución del

patronazgo. Apoyado por las maquinarias locales,

fue rechazado cada vez más por los miembros del

Congreso y los presidentes y candidatos a la presi-

dencia. Para éstos perdía su atractivo como fuente

de votos: a medida que se ampliaba el número de

empleados públicos y se hacían más complejas las

tareas administrativas, crecía la dificultad del con-

trol político de los nombrados, los cuales desarro-

llaban con gran libertad sus propias agendas cada

vez menos coincidentes con los intereses electora-

les de los legisladores y candidatos presidenciales;

el corolario era corrupción y desprestigio. A esto

debía añadirse que el coste de las campañas elec-

torales se iba incrementando tanto que el patronaz-

go ya no era una fuente suficiente de financiamiento.

De este modo, la demanda social creciente de mejor

y más previsible prestación de servicios coincidía

con el deseo de los presidentes y de los miembros

del Congreso por fortalecer la organización nacional

y debilitar la maquinaria local de los Partidos. En

Estados Unidos la creación del sistema de mérito

federal fue vista como un medio clave para romper

el apoderamiento que de las instituciones políticas

tenían los �bosses� políticos. Tal como señaló en

su tiempo (1887) George Curtis, uno de los líderes

de la Liga para la Reforma del Servicio Civil, �el ob-

jetivo de la reforma del servicio civil no es sólo con-

seguir un sistema de exámenes para los nombra-

mientos administrativos, sino la restauración de los

partidos políticos a su verdadera función que es el

mantenimiento y fortalecimiento de las políticas

nacionales� (citado en Skowronek: 1982, 54).
12 

El proceso de designación era muy personaliza-

do y meticuloso, dada la necesidad de articular los

intereses y criterios de la organización política local

con los de los legisladores y del Presidente. Éstos

tenían muchas veces que proceder a indagaciones,

entrevistas y diversos criterios de evaluación de sus

méritos profesionales y políticos (cosa que en al-

gún momento llegó a incluir la realización de exáme-

nes). La administración del patronazgo se hacía una

carga muy pesada. James Garfield clamaba que

�una tercera parte al menos del tiempo de un legis-

lador debía consumirse atendiendo a las demandas

de los aspirantes�. Al final, legisladores y Presiden-

te actuaban como meros �brokers� en procesos

que quedaban fuera de su control. A James Garfield

el sistema le resultó especialmente costoso. El 2

de julio de 1881, poco después de su nominación

como Presidente, fue asesinado por un aspirante

frustrado a uno de los empleos de patronazgo

(Johnson y Libecap: 1994, 18).
13

 La correlación entre el tamaño de la organización

y los problemas de control de los empleados ha sido

puesto de relieve por diversos estudiosos de la

burocracia como Gordon Tullock (1965: 142-195)

que ha razonado por qué la autoridad se deteriora

en los medios burocráticos cuando aumenta el ta-

maño de la agencia. En el mismo sentido se ha

expresado Anthony Downs (1967: 143), al señalar

que cuanto más amplia es la organización burocrá-

tica más débil ha de ser el control jerárquico, por lo

que más potencial existirá de distorsión deliberada

por parte de los empleados.
14

 La consideración de la función pública como una

institución procuradora de la seguridad jurídica no

es hoy usual. Ello se debe, en primer lugar, a una

visión excesivamente judicialista de la seguridad

jurídica, olvidando frecuentemente que la revisión

judicial sólo puede ser efectiva en la medida en que

los actores político-administrativos, empresariales

y sociales adapten sus comportamientos a la lega-

lidad vigente. Ello depende tanto de la cultura cívica

vigente como del sistema institucional o de incenti-

vos. En este sentido, la institución del sistema de

mérito es un marco de constricciones e incentivos

para que los funcionarios públicos estén, por un lado,

protegidos frente a la presión de los políticos y de

los grupos de interés y, por otro, interesados corpora-

tivamente en el cumplimiento de la legalidad. Pero

la falta de correlación usual entre función pública y

seguridad jurídica se debe, en segundo lugar, a la

extensión del régimen estatutario funcionarial más
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allá de sus fundamentos constitucionales razona-

bles. La universalización del régimen funcionarial a

la casi totalidad del empleo público, la mayoría del

cual está afecto a funciones privatizables o

contratables, es decir, a funciones públicas contin-

gentes, está determinando la consideración de la

función pública desde los valores gerenciales de la

eficacia y la eficiencia hoy preponderante. Esta pre-

ponderancia está desestructurando el orden ins-

titucional de lo que Yehezel Dror viene reiteradamen-

te llamando �las funciones de orden superior� del

Estado (Dror: 1995, 222).
15

 El sistema de mérito como institución no se basa

exclusiva ni fundamentalmente en la exigencia de

mérito en el acceso. Es más, la experiencia interna-

cional y no sólo la española está llena de ejemplos

de acceso irregular a una situación estatutaria or-

ganizada por el principio de mérito. Cada vez que se

ha producido una gran expansión del número de los

empleos públicos (como en el España de los 60 o

de los 80, o como en los Estados Unidos del New

Deal de Roosevelt) los sistemas regulares de se-

lección han quedado desbordados y se ha procedi-

do al nombramiento masivo de funcionarios (por lo

demás sin gran escándalo por parte de ningún ac-

tor relevante) en base principalmente a criterios de

confianza (ya sea política, ya sea de los funciona-

rios preexistentes que merecen la confianza de los

políticos; quizás ésta sea la razón por la que los

funcionarios de acceso regular no hayan criticado

frontalmente el sistema). Al cabo de un tiempo se

procederá casi indefectiblemente a regularizar o

funcionarizar esta masa de nuevos empleados, prác-

tica ésta conocida tradicionalmente en Estados

Unidos como de �blanqueamiento� (�blanketing in�).

Lo que el sistema institucional de mérito protege no

es tanto la competencia de la persona que accede

(a pesar de la importancia que este punto obvia-

mente tiene) como la posición de imparcialidad y

sujeción al Derecho del funcionario en el ejercicio

de sus funciones (Horn: 1995, 104). De ahí el

discutible fundamento de la jurisprudencia constitu-

cional española que ha considerado que las exigen-

cias del mérito y de la capacidad se dan fundamen-

talmente en el acceso y sólo de manera más debi-

litada, conforme a la configuración del legislador,

en la carrera y la promoción administrativas (STCs

192/1991, 200/1991, 293/1993 y 365/1993),

jurisprudencia que ha merecido justamente la críti-

ca de los autores (Martínez López-Muñiz: 1988, 983

y ss.; Jiménez Asensio: 1996, 58 y ss.). Tan así

es que podría invertirse el razonamiento jurispru-

dencial y afirmar con rotundidad que un sistema de

mérito limitado al acceso, pero que no garantiza a

posteriori la imparcialidad del funcionario ni consi-

guientemente la objetividad de la acción administra-

tiva no es un sistema capaz de satisfacer la funcio-

nalidad social o fundamento institucional del siste-

ma de mérito y no puede ser calificado propiamen-

te como tal.
16

 América Latina es la región del mundo que vivió

más y más intensamente el movimiento de re-for-

ma administrativa desde mediados de los 50 hasta

prácticamente la crisis de la deuda (Cayden: 1991,

187). En ningún otra lugar del mundo se han crea-

do más Facultades y Escuelas de Administración

Pública que entre el Río Grande y la Tierra de Fue-

go. En una etapa de desarrollo basado en la �sus-

titución de importaciones�, con el Estado produc-

tor como protagonista central, y con la economía

dominada por grandes grupos de interés público y

privado, normalmente en posiciones monopólicas y

sin capacidad de competir internacionalmente, con

un número escaso de pequeñas y medianas em-

presas formales, carentes de libertad económica y

de voz política, con sectores inmensos de la pobla-

ción en la informalidad y la exclusión, es obvio que

faltaban las condiciones para que pudiera surgir una

demanda de cambio institucional hacia el sistema

de mérito. Éste en realidad no pasó nunca de ser

un puro planteamiento académico. Sin verdadera

economía de mercado, el patronazgo era el siste-

ma que permitía el control socio-político, tanto en

dictadura como en democracia (Wyarda: 1992, 315

y ss). Las cosas han cambiado radicalmente con el

agotamiento del modelo de desarrollo que representó

la �sustitución de importaciones�: al dejar de co-

rresponder el protagonismo fundamental del desa-

rrollo al Estado y pasar éste a un sector privado que

debe competir abiertamente, se redescubre en

América Latina la sociedad civil y la economía de

mercado y pasa a primer plano el tema de la eficien-

cia asignativa y con él, entre otros, la necesidad de

ir construyendo progresivamente el sistema de

mérito, tarea ésta que se enfrenta con muy nota-

bles dificultades (Banco Mundial: 1993).
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